
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 16 DE JUNIO DE 2014 RELATIVO AL ÓRGANO COMPETENTE PARA LA COMPROBACIÓN MATERIAL DEL GASTO DE INVERSIÓN Y VERIFICACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE AFECTACIÓN DE LOS BIENES A LA ACTIVIDAD SUBVENCIONADA. CONVENIOS DE COLABORACIÓN ENTRE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS.
Modalidad de informe: Consulta.

Áreas temáticas: Subvenciones. Función Interventora.

Informe vigente.

Se presenta ante esta Intervención General consulta procedente de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Asuntos Sociales, planteada por la Dirección General del Voluntariado y  Cooperación al Desarrollo, relativa a la comprobación material del gasto de inversión en proyectos de cooperación al desarrollo subvencionados por la Comunidad de Madrid.
El escrito de consulta trae causa de los siguientes

ANTECEDENTES
1. La Consejería de Inmigración y Cooperación, a través de la Agencia Regional para la Inmigración y Cooperación, concedió subvenciones para la realización de proyectos de Cooperación al Desarrollo.

2. La Dirección General del Voluntariado y Cooperación al Desarrollo, adscrita en la actualidad a la Consejería de Asuntos Sociales, debe realizar la comprobación de las inversiones correspondientes a 150 expedientes, así como, verificar que se ha cumplido la obligación de afectación de los bienes a los proyectos subvencionados de otros 75 expedientes. La mayoría de estas ayudas se corresponden con proyectos realizados en el extranjero, principalmente Iberoamérica, África y Asia.

3. En el escrito de consulta se plantean las siguientes cuestiones:

· El tipo de relación o vinculación que debe existir entre la Administración y su representante para que pueda realizar la comprobación material.
· La posibilidad de suscribir un convenio con la Administración General del Estado para la realización de la comprobación material utilizando los servicios del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación para llevar a cabo la misma.

· Transcurrido el plazo obligatorio de afectación de los bienes al proyecto, sin que se haya podido efectuar la comprobación material de la inversión, cómo actuar si los bienes ya no están vinculados al proyecto.
Establecido el objeto de la consulta, procede realizar las siguientes

CONSIDERACIONES

I

Antes de examinar las cuestiones planteadas es importante recordar el concepto de comprobación material y su régimen jurídico, cuestión ya informada por este Centro Fiscal
. 

En dicho informe se indicaba que “…la comprobación material hace referencia a aquella que tiene por objeto el examen o inspección física de los bienes o prestación  en que se invierten los fondos públicos”. En cuanto a su regulación en el ámbito subvencional el informe citaba el artículo 32 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones –en adelante LGS- que dice “El órgano concedente comprobará la adecuada justificación de la subvención, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención”.
En el ámbito de la Comunidad de Madrid, señalaba que el artículo 8.c) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones  de la Comunidad de Madrid –en adelante LSCM- establece que es obligación del beneficiario de la subvención “El sometimiento a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la entidad concedente...” 
Centrándonos en la primera cuestión planteada sobre qué tipo de relación o vinculación con la Administración tiene que tener quien acude a la comprobación como representante de la Administración, hay que señalar que la Circular 1/1997, de 26 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre la comprobación material del gasto en contratos, convenios y subvenciones dispone en la instrucción cuarta que “El responsable y sujeto activo del acto de recepción o comprobación material es la persona que actúa como representante de la Administración (…).  La función del representante de la Intervención consiste en la fiscalización material de los fondos públicos”. Y, en la instrucción  sexta punto 1 establece que “Al acto de comprobación material deberá asistir inexcusablemente el representante de la Administración”. 
En cuanto al personal que debe acudir a la comprobación material en representación del Interventor General, el artículo 25.3 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen del control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, establece que “La designación de delegado por el Interventor General se efectuará entre funcionarios adscritos a la Intervención…”.
Al hilo de lo anterior, hay que destacar que en el ámbito de los contratos de obras, el artículo 235.2 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, establece expresamente que el representante de la Administración es un funcionario,  ya que dispone que “Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas, el funcionario técnico designado por la Administración  contratante y representante de ésta, las dará por recibidas, levantándose la correspondiente acta…”
Por otra parte, el artículo 12.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común –en adelante LRJ y PAC- establece que “La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes (…)”
Por todo lo anterior, podemos concluir que el órgano gestor tiene la obligación legal de realizar la comprobación material, como órgano concedente de la subvención, con independencia de que la Intervención General designe o no a un representante suyo para asistir al mencionado acto. Puesto que el representante de la Administración concedente es el responsable y sujeto activo del acto de comprobación material, debe corresponder a éste designar al sujeto adscrito a su unidad administrativa que tenga la capacidad y legitimidad necesarias para representarle, quedando esta cuestión fuera del ámbito competencial de la Intervención General.
II
En cuanto a la segunda cuestión, se plantea si es posible que se suscriba un convenio con la Administración General del Estado para la realización de la comprobación material mediante  los servicios del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

La figura de los convenios tiene escasa regulación en nuestra legislación, la ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común –en adelante LRJ y PAC- dispone en el artículo 3.2 que el principio de colaboración es el que rige las relaciones entre las Administraciones Públicas. Y, en el artículo 4.5 del mismo texto legal preceptúa que “En las relaciones entre la Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas, el contenido del deber de colaboración se desarrollará a través de los instrumentos y procedimientos que de manera común y voluntaria establezcan tales Administraciones”. En esta misma línea, el artículo 6 establece que la Administración General del Estado podrá celebrar convenios de colaboración con la Administración de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias.
En el Informe de esta Intervención de 15 de febrero de 2010, se indicaba en relación a los convenios que “estos constituyen la típica fórmula en la que se plasma la colaboración y cooperación entre los entes públicos”. Son un instrumento  a través del cual dos o más entes públicos, actuando en el marco de sus respectivas competencias, se ponen de acuerdo para alcanzar un fin común. A través de los convenios se asocian diversos entes públicos que, por ser complementarios entre sí, posibilitan lograr objetivos que de forma individual serían difícilmente realizables.

En cuanto a los requisitos de los convenios de colaboración vienen establecidos en el artículo 6.2 de la LRJ y PAC, disponiendo que en los instrumentos de formalización de los convenios deberán recogerse los siguientes extremos:
· Los órganos que lo celebran y la capacidad jurídica con que actúan las partes.
· La competencia que ejerce cada Administración interviniente.

· Financiación del convenio.

· Actuaciones que acuerdan desarrollar para su cumplimiento.

· Necesidad de establecer o no una organización para la gestión del convenio.

· Plazo de vigencia.

· Prórroga si así se recoge en el convenio.
· Causas de extinción.

De todo lo anterior puede concluirse que las Administraciones Públicas podrán suscribir convenios en el ámbito de sus competencias siempre que cumplan todos los requisitos legales exigidos para su celebración.
III

En cuanto a la última cuestión planteada, hay que distinguir dos momentos diferentes. El primero referido a cuándo hay que realizar la comprobación material y, el segundo, en qué momento  procede verificar que se ha cumplido la obligación de afectación de los bienes a la actividad subvencionada.
Respecto a la comprobación material de la inversión, ésta deberá realizarse una vez entregada por el beneficiario la documentación justificativa al órgano concedente, de acuerdo con la instrucción duodécima de la Circular 1/1997, anteriormente mencionada, que se expresa en los siguientes términos “La designación de representante se solicitará a la Intervención General una vez entregada la totalidad de la documentación justificativa del cumplimiento del objeto de la subvención y tras su estudio y valoración por los servicios técnicos del órgano gestor”
Referente a la obligación de afectación de los bienes al fin concreto para el que se concedió la subvención, el artículo 31.4 de la LGS determina que en el supuesto de adquisición, construcción, rehabilitación y mejora de bienes inventariables, se establecen condiciones al beneficiario  imponiéndole la obligación de mantenerlas ligadas al proyecto durante un periodo de tiempo determinado, siendo las bases reguladoras las que concretarán el periodo durante el cual deben mantenerse los requisitos y la forma de acreditarlos, así como las reglas especiales que se consideren oportunas en materia de amortización de los bienes inventariables.

Si las bases reguladoras no establecen el periodo de afectación de los bienes al proyecto, habrá que atenerse a los plazos que fija el artículo 31 de la LGS, es decir, un mínimo de cinco años para los bienes inscribibles en un registro público y dos años para el resto de bienes.

El término inicial del cómputo del plazo de afectación es el momento en que venció el plazo para presentar la justificación, y el término final será cuando concluya el plazo de la obligación de destino de los bienes. En apoyo de lo anterior está el artículo 39 de la LGS, relativo a la prescripción y la Sentencia de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo  de 5 de noviembre de 2012, referida a la prescripción y al plazo para el ejercicio de otras acciones, en ella se dice que “En el supuesto de que se hubieran establecido condiciones u obligaciones que debieran ser cumplidas o mantenidas por parte del beneficiario o entidad colaboradora durante un periodo determinado de tiempo, desde el momento en que venció dicho plazo”.

De lo anteriormente expuesto se concluye que finalizado el plazo de afectación de los bienes es el momento de comprobar por el órgano gestor que el beneficiario ha cumplido con esta obligación.
En cuanto a la forma de justificar la afectación de los bienes al proyecto, debemos señalar que entre el contenido mínimo que debe figurar en las bases reguladoras se encuentra la determinación de los libros y registros contables específicos para garantizar la adecuada justificación de la subvención, art. 17.3.h) de la LGS. En el caso de que se haya producido la desafectación de esos bienes al proyecto, porque se hayan dado de baja por obsolescencia o por un deterioro que les haga inservibles para su uso, por el transcurso del plazo de amortización, etc. siempre podrá acreditarse mediante los libros y registros contables, baja en el inventario, o cualquier otro medio que sirva para justificar documentalmente que se ha cumplido la obligación de destino.
El artículo 14.1.g) de la LGS impone al beneficiario la obligación de “Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, incluidos los documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de comprobación y control”
En todo caso, el órgano concedente, tiene la obligación de comprobar que se ha cumplido la obligación de afectación de los bienes al proyecto.
En base a lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes:

CONCLUSIONES

· La comprobación material de las subvenciones es competencia del órgano concedente correspondiéndole a éste la designación del representante de la Administración para la realización de dicho acto, quedando fuera del ámbito competencial de la Intervención General.
· Cabe la posibilidad de que suscriba un convenio la Comunidad de Madrid con la Administración General del Estado siempre que se encuentre en el ámbito competencial de ambas Administraciones y se cumplan los requisitos legales establecidos al efecto. 
· El órgano concedente transcurrido el plazo de afectación de los bienes a los proyectos subvencionados tiene el deber de comprobar que se ha cumplido  con esta obligación durante el tiempo y en la forma que se hayan establecido en las bases reguladoras. 

� Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid de 11 de noviembre de 2009. Consulta sobre 


comprobación material de subvenciones para proyectos ejecutados en el extranjero.
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